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León, Guanajuato, a 21 veintiuno de octubre del año 2013, dos mil trece. . . . 

V I S T O para resolver el expediente número 195/2013-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano …, en contra del TESORERO MUNICIPAL, DEL DIRECTOR GENERAL DE TRÁNSITO, DEL DIRECTOR DE EJECUCIÓN Y DEL MINISTRO EJECUTOR  …, todos del Municipio de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que el actor impugna el mandamiento de ejecución, de fecha 25 veinticinco de febrero del año 2013, dos mil trece; el procedimiento administrativo ejecución; y, el procedimiento de calificación de la infracción e imposición de la multa. Y la existencia de los dos primeros actos impugnados se encuentra acreditado en autos de esta causa administrativa con la copia al carbón del mandamiento de ejecución, documental pública que forma parte del sumario; en tanto que, la existencia del procedimiento de calificación de la infracción no está acreditado en autos, por las razones expresadas en el siguiente considerando. . . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo del proceso, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en el citado artículo. . . . . . . . . . 
El Tesorero Municipal en su contestación aduce en lo esencial que se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción IV, del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que el acto impugnado fue legítima y expresamente consentido por el actor. Causal de improcedencia que NO SE CONFIGURA, toda vez que no existe ninguna manifestación de voluntad expresa que entrañe el consentimiento de los actos impugnados, pues a pesar de que la parte actora exhibió el mandamiento de ejecución, de fecha 25 veinticinco de febrero del año en curso, en autos de esta causa no obra la resolución administrativa de calificación de la infracción, la determinación del crédito fiscal, el requerimiento de pago, ni las notificaciones de cada uno de estos actos, por tal motivo dichos actos no surtieron sus efectos jurídicos frente al justiciable; de esta forma, se parte de la premisa que el actor tuvo conocimiento de la calificación del acta de infracción número …, hasta el día  07 siete de marzo del presente año, pues, como se ha dicho, en autos no obra prueba alguna que demuestre que tuvo conocimiento de la calificación de la infracción en fecha diversa y anterior a la expresada en la demanda, por consiguiente, no se están consintiendo de manera tácita los actos combatidos, ya que se impugnaron ante este Juzgado dentro del término legal de 30 treinta días hábiles previsto en el artículo 263, primer párrafo del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por tanto, la demanda se presentó dentro del citado plazo. . . . . . . . . 
Asimismo, el Tesorero Municipal y el Director General de Tránsito en su respectiva contestación de la demanda aducen que se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción VI, del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que niegan haber calificado la infracción, haber elaborado el documento exhibido por el actor, por tanto, no existe el acto impugnado y solicitan el sobreseerse del juicio, al no obrar ningún acto emitido por ellos. Causal de improcedencia que SE CONFIGURA, en razón de que niegan la existencia del acto impugnado que consiste en la calificación de la infracción, por no haberla emitido y es el caso que la actora no desvirtuó esa negación, puesto que en autos no obra medio de convicción que acredite que el Tesorero Municipal o el Director General de Tránsito, hayan realizado la calificación de la infracción, dado que en el propio mandamiento de ejecución no se expresa qué autoridad emitió esa calificación, en consecuencia, si en autos del sumario no se encuentra demostrada la existencia de algún acto emitido u ordenado por dichas autoridades, luego entonces, formalmente no existe la calificación de la infracción, por lo que se configura la causal de improcedencia prevista en el artículo 261 fracción VI del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa y de acuerdo a lo estipulado por la fracción II del artículo 262 del mismo Ordenamiento Legal, resulta procedente sobreseer el proceso respecto al Tesorero Municipal y al Director General de Tránsito, por inexistencia de la calificación de la infracción número …,  levantada el día 07 siete de  septiembre del año  2010, dos mil diez. . . 

Por su parte, el Director de Ejecución en la contestación de la demanda, opone las excepciones y defensas siguientes: . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 

La falta de acción y carencia de derecho, para efectos de este proceso se estima que es lo mismo la carencia de acción y la carencia de interés jurídico, de ahí resulta, que a diferencia de las controversias en derecho privado, conforme a la técnica jurídica del proceso contencioso administrativo, la falta de acción no es posible analizarla como excepción, sino que debe abordarse como causal de improcedencia por carencia de interés jurídico, siendo lo anterior así, en la especie se determina que al señalarse al actor como destinatario del acta de infracción materia de la calificación y el mandamiento de embargo, cuenta con interés jurídico para impugnarlos, toda vez que se encuentran dirigidos hacia su persona y con ese carácter de destinatario de los actos impugnados esta en aptitud de intentar la demanda que nos ocupa, por ende, no se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La excepción derivada de los artículos 136, 137 y 138 del referido Código de 

Procedimiento y Justicia Administrativa, la opone, bajo el argumento de que el acto impugnado reúne los requisitos de los numerales en cita; al respecto cabe mencionar, que de los argumentos expresados podemos desprender una defensa, en el sentido de que los actos tildados de ilegales reúnen los elementos y requisitos de validez, aspectos que se analizarán al momento de determinar la legalidad o ilegalidad del requerimiento de pago combatido. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

La excepción Nom Mutati Libeli, se considera que esta excepción no opera en el proceso administrativo, en razón de que cuando se actualiza alguna de las hipótesis jurídicas contempladas por el artículo 284 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el juzgador se encuentra constreñido a conceder y respetar el derecho de ampliar la demanda, pues de no hacerlo así, incurrirá en una violación de naturaleza procesal. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 

Ante la improcedencia de la causal indicado en primer término y de las excepciones mencionadas en los párrafos que anteceden, así como la procedencia de la causal señalada en segundo lugar y estimando que de autos se advierte que no se actualiza ninguna otra de las previstas en el citado artículo 261, se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Que con las facultades que el artículo 301 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, le concede al Juzgador, se suple la queja deficiente en la demanda planteada por el actor, en virtud que el crédito fiscal a favor del Fisco Municipal es por la cantidad de …, monto que ampara el mandamiento de ejecución y se garantiza a través del embargo impugnados, suma de dinero que no rebasa la cantidad de multiplicar por 150 ciento cincuenta veces el salario mínimo general diario vigente en esta Municipalidad, a razón de 61.38 (sesenta y un pesos 38/100 moneda nacional), operación de multiplicación que arroja la cantidad de $9,207.00 (nueve mil doscientos siete pesos 00/100 moneda nacional), por tal virtud en la especie, se actualizan la hipótesis jurídica establecida en la fracción III del citado artículo 301; en consecuencia, se procede al estudio del mandamiento de ejecución, de fecha 25 veinticinco de febrero del año 2013, dos mil trece, suscrito por el Director de Ejecución y del acta de embargo respectiva, cuya nulidad se reclama. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, el Tesorero Municipal y el Director General de Tránsito en su respectiva contestación de la demanda expresan que no calificó el acta de infracción número …, levantada el día 07 siete de septiembre del año 2010, dos mil diez; aseveración que constituye una confesión expresa de acuerdo a lo señalado por el artículo 119 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que consta en la contestación de la demanda, al reconocer hechos propios y relacionados con las atribuciones conferidas por el artículo 49 del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, para calificar infracciones de tránsito, tanto al Tesorero Municipal como al Director General de Tránsito. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la especie, se parte de la premisa de que no se ha agotado el procedimiento de calificación de la infracción e imposición de la sanción, a pesar de que, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 16, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, las autoridades administrativas cuando emitan un acto que afecta los derechos de los particulares, deben sujetarse al procedimiento establecido en el Ordenamiento Legal que lo regule, además de expresar el fundamento y las razones o causas inmediatas en forma pormenorizada que le sirvan de apoyo para emitirlo; a su vez esta garantía se encuentra tutelada por el artículo 132 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, conforme al cual, dicho procedimiento persigue la tutela de los derechos subjetivos y los intereses jurídicos de los particulares, así como la protección de la legalidad y la justicia en el funcionamiento de la administración pública municipal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Bajo esta tesitura, el procedimiento administrativo es un instrumento de carácter formal para reparar, emitir o ejecutar un acto administrativo, habida cuenta que en la especie no se llevó a cabo la calificación de la infracción y si el acto administrativo no se realizó, entonces son ilegales el mandamiento de ejecución, de fecha 25 veinticinco de febrero del año 2013, dos mil trece, suscrito por el Director de Ejecución, por la cantidad de … y el acta de embargo practicada en el mes de marzo del mismo año, pues estos actos fiscales se emitieron sin que se haya agotado el procedimiento de calificación de la infracción e imposición de la sanción, ni el procedimiento administrativo de ejecución, ya que en autos de la presente causa administrativa no se encuentra demostrada la existencia la calificación de la infracción, pues en este acto se determina la comisión de la infracción y se impone la sanción que en derecho corresponde; tampoco se demostró que existe la determinación del crédito en cantidad liquida y exigible, ni el requerimiento de pago donde se concede el plazo de 6 días para pagarlo, con el apercibimiento que de no hacerlo se le embargarán bienes para cubrir el adeudo al fisco Municipal, en el entendido de que cada uno de estos actos debe estar precedido de una notificación formal. Siendo lo anterior así, es el caso que el mandamiento de ejecución y el acta de embargo combatido incumple con el elemento de validez exigido en el artículo 137, fracción VIII, del invocado  Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, vicio que trae como resultado su ilegalidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
Por último, cabe precisar que la facultad de la autoridad para determinar la sanción administrativa a la fecha ya caducó, pues la autoridad administrativa municipal de acuerdo a lo señalado por el artículo 219, párrafos primero y tercero, del pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, tenía dos años para calificar la infracción, numeral que en lo conducente  establece: . . . . . . . . . . . . 

“ARTÍCULO 219. A falta de disposición expresa, la facultad de la autoridad para determinar sanciones administrativas caduca en dos años. 

... 

Los plazos serán continuos y se contarán desde el día en que se cometió la infracción administrativa si fuere consumada, desde que cesó si fuere continua o desde la fecha de emisión del acto que imponga la sanción.”
Conforme a este precepto legal, el plazo para la caducidad del acto administrativo a la fecha de presentación de la demanda ya había transcurrido, como se aprecia, el acta infracción número …, fue levantada el día 07 siete de septiembre del año 2010, dos mil diez; plazo continuo y que se computa desde el día en que se cometió la infracción administrativa, ya que la falta que nos ocupa fue consumada en esa fecha, por tal virtud dicho término inicio 07 siete de septiembre del año 2010 dos mil diez y concluyó 07 siete de septiembre del año 2012 dos mil doce; por ende, jurídicamente ya no es posible aplicarle alguna sanción administrativa al justiciable. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
 De este modo, son ilegales el mandamiento de ejecución y el acta de embargo a debate, por lo que se viola en perjuicio del justiciable el artículo 4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, circunstancia irregular que afecta de manera directa e inmediata su esfera jurídica; por tal motivo, en la especie, se actualiza la causal de ilegalidad establecida en el artículo 302, fracción III, del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por lo tanto, con fundamento en el artículo 300 fracción II, del mismo Código, es procedente declarar la nulidad total del mandamiento de ejecución, de fecha 25 veinticinco de febrero del año 2013, dos mil trece, suscrito por el Director de Ejecución, por la cantidad de … y el acta de embargo practicada en el mes de marzo del mismo año, en la que se embarga una … . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por consiguiente, ante la caducidad de la facultad de la autoridad para determinar la sanción administrativa, ya no es posible aplicarle alguna sanción administrativa al justiciable por los mismos hechos y ante la declaración de nulidad total de los actos fiscales impugnados, entonces en el proceso administrativo el Juzgador se encuentra constreñido a restituir al actor en el goce de sus derechos, es decir, a declarar en la sentencia el restablecimiento de la situación que prevalecía antes de la violación, ya que este acto jurisdiccional por su naturaleza, es el instrumento jurídico para restituir al gobernado en el pleno goce de sus derechos subjetivos administrativos violados, en consecuencia, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 300, fracción V, del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se reconoce el derecho que tiene el justiciable a la devolución de la Licencia de Conducir que le fue retenida como garantía, por ende, con fundamento en el artículo 300, fracción VI, del aludido Código, se condena al Director de Ejecución a que realice las gestiones necesarias ante la Dirección General de Ingresos de la Tesorería Municipal de León, Guanajuato o de la Dependencia competente, para que al actor se le haga la devolución de la Licencia de Conducir que le fue retenida como garantía, y en su caso realice, las diligencias indispensables para cumplir con este fallo; la anterior devolución deberá realizarla dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que cause ejecutoria esta sentencia, plazo contado a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada, por las razones expuestas; debiendo informar a este  Órgano de Control de Legalidad el cumplimiento dado a este fallo y exhibir las constancias relativas al mismo. . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II, V y VI, y 302 fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara el SOBRESEIMIENTO respecto del Tesorero Municipal y del Director General de Tránsito, ambos de León, Guanajuato, por inexistencia de la calificación de la infracción …, levantada el día 07 siete de septiembre del año 2010, dos mil diez; por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el tercer considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
TERCERO.- Se declara la NULIDAD TOTAL del mandamiento de ejecución, de fecha 25 veinticinco de febrero del año 2013, dos mil trece, suscrito por el Director de Ejecución, … y del acta de embargo practicada en el mes de marzo del mismo año; por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Se condena el Director de Ejecución, a que realice las gestiones necesarias ante la Dirección General de Ingresos de la Tesorería Municipal o la Dependencia competente hasta que al actor se le haga la devolución de la Licencia de Conducir que le fue retenida como garantía y en su caso realice la diligencias indispensables para cumplir con este fallo; devolución que deberá realizarse dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que cause ejecutoria esta sentencia, plazo contado a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada; por las razones expresas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma, en 5 cinco tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
ESTA FOJA ES PARTE DE LA SENTENCIA DEL 21 DE OCTUBRE DEL 2013, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 195/2013-JN. 
